
SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia por falta de agotamiento de los recursos ordinarios frente a la providencia judicial criticada

“(…) contaba el accionante con otro mecanismo de defensa judicial dentro de la actuación. En efecto, una vez el Juzgado tomó partido por definir y programar diligencia de remate sobre un bien inmueble diverso del que inicialmente estimó prudente, y de lo que ahora se duele el accionante directamente por esta vía, nada refutó de manera oportuna, como ya se ha indicado. Como mínimo, entonces, cabía el recurso de reposición, con el cual pudo haber destacado a la funcionaria de segundo grado, lo que considera una vulneración de su derecho al debido proceso para que en ese escenario natural, se debatiera lo pertinente, en lugar de dejar un asunto de esta naturaleza al juez constitucional, sin provocar un pronunciamiento previo de la accionada acerca de ese discurrir procesal, pues a partir de allí, se superarían las exigencias generales de procedibilidad y se abriría la puerta de análisis hacia los requisitos específicos. Pero, se repite, como no se hizo así, se trunca de entrada el estudio constitucional.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, agosto diecinueve de dos mil dieciséis
Expediente 66170-31-03-001-2016-00069-01
Acta N° 399 de agosto 19 de 2016
Procede la Sala a decidir la impugnación contra la sentencia dictada el 24 de junio del presente año por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la presente acción de tutela promovida por Diego Santacoloma Villegas frente al Juzgado Tercero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fueron vinculados Guillermo, María Janeth, Magnolia y Esther Sofía Duque Toro, María Elena Mejía Jaramillo y Juan Pablo Cardona López.

ANTECEDENTES

Con el fin de lograr la protección del derecho fundamental al debido proceso, Diego Santacoloma Villegas, en su propio nombre, presentó esta demanda contra el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, en la que solicita se “…revoque el AUTO de fecha 19 DE ABRIL 2016 en el cual se FIJA FECHA PARA REMATAR EL BIEN INMUEBLE identificado con la matrícula inmobiliaria 294-8895 para el día 28 de junio de 2016 a las 9:00 a.m…” para que la almoneda se lleve a cabo exclusivamente sobre el bien con matrícula número 294-19908 que fue avaluado en la suma de $70’000.000,oo, que cubren el valor total de la obligación ejecutada, habida cuenta que el avalúo de todos los bienes es excesivo, tal como se había decidido en auto del 3 de marzo de 2016; además, que se suspenda provisionalmente la diligencia de remate hasta que se resuelva esta petición.
Relató, en síntesis, que ante el saldo adeudado, garantizado con hipoteca, se libró mandamiento de pago en su contra y a favor de Guillermo, María, Janeth, Magnolia y Esther Sofía Duque Toro; fenecida la etapa de avalúo de los bienes gravados, mediante auto del 3 de marzo del presente año, se ordenó llevar a cabo la venta en pública subasta del bien inmueble denominado finca La Esperanza, matrícula 294-19908 del municipio de Dosquebradas, avaluado en suma de $70’000.000,oo, atendiendo a que la obligación ejecutada corresponde a $30’115.341,79. No obstante, el día 19 de abril siguiente, se programó el 28 de junio de 2016 a las 9:00 a.m. para la práctica de la diligencia de remate del también inmueble objeto de garantía hipotecaria distinguido con la matrícula inmobiliaria 294-8895, pero diferente al que se había anunciado para subasta en auto del 3 de marzo, cuyo avalúo asciende a $321’970.000,oo, que resulta desproporcionado para la satisfacción del crédito; pese a que interpuso los recursos del caso, no fueron atendidos por haber sido presentados fuera de término. Con ello, se violan sus derechos, afirma, porque en ningún momento el despacho se pronunció para revocar o declarar nulo el auto del 3 de marzo y en cambio va a rematar otro bien inmueble de valor colosal.
El Juzgado de primera instancia corrió traslado a la parte demandada y ordenó la práctica de una inspección judicial al proceso del que da cuenta la acción de tutela. Se pronunció la titular del despacho accionado, quien se  refirió al trámite surtido dentro del proceso y dijo que frente al auto que ahora se ataca, fechado a abril 19, en el que fijó fecha para remate del bien con matrícula inmobiliaria 294-8895, se presentaron recursos de reposición y en subsidio el de apelación, que fueron negados por haber sido presentados extemporáneamente; que el proceso se ha adelantado conforme a ley y se ha garantizado el derecho de defensa; que la reducción de embargo implorada por el ejecutado no es procedente y no se puede utilizar este mecanismo cuando no fueron utilizados los ordinarios, dado el presupuesto de la subsidiariedad; que no se está ante la presencia de un perjuicio irremediable y la acción es improcedente. 
Luego de la inspección judicial realizada, se dispuso la vinculación de Guillermo, María Janeth, Magnolia y Esther Sofía Duque Toro, así como de María Elena Mejía Jaramillo y Juan Pablo Cardona López, a quienes se corrió traslado por el término de un (1) día. María Elena Mejía Jaramillo dijo que no considera que exista violación de derecho fundamental alguno, pues, la abogada que representó al accionante en el proceso debía estar atenta a todos los traslados e interponer oportunamente los recursos y el proceso se llevó conforme a las etapas del caso y bajo un debido proceso.

Rogelio Morales Ramírez, quien funge como apoderado judicial del ejecutante, indicó que una acción de esta estirpe solo se permite cuando se incurre en vía de hecho y aquí no se hace alusión a ello y no se ha vulnerado ningún derecho. 

Esther Sofía Duque Quintero, previo recuento doctrinal, aludió a que no se incurrió en ningún yerro de los que la jurisprudencia tiene asentados para derruir providencias judiciales y que ello torna improcedente este libelo. 
Sobrevino la decisión de primer grado que declaró la improcedencia de la acción, pues como el proceso es de menor cuantía, bien pudo recurrirse el auto que se reprocha, pero se acudió en forma inoportuna. Agregó que la decisión controvertida no constituye violación del debido proceso como quiere hacerlo notar el accionante, más aún, cuando la funcionario explicó en algunas de sus providencias que como se trataba de un bien con garantía real, no procedía la reducción de embargos, según lo establece el artículo 600 del CGP y que tampoco existe un perjuicio irremediable.
Se alzó el demandante contra esa resolución e indicó que se siente engañado con la posición del Juzgado, al cambiar el bien que sería objeto de remate, tanto más cuando no hay claridad en las cabidas que lo conforman, y siendo que el primer auto se encontraba en firme, se rematará un bien con un valor oneroso, que sobrepasa la obligación ejecutada, además que el resto de los lotes quedarían ciegos para su penetración y muertos para su comercialización.
CONSIDERACIONES

Por sabido se tiene que la acción de tutela es un mecanismo breve y sumario que le permite a toda persona acudir al auxilio de un juez para que le proteja sus derechos fundamentales, si ellos se ven vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad y, en ciertos eventos, de un particular. 

En el caso presente, Diego Santacoloma Villegas dirige su reclamo contra el Juzgado Tecero Civil Municipal de Dosquebradas, porque considera que este lesionó su derecho fundamental al debido proceso, al variar la posición que había adoptado en un auto anterior, relacionado con el hecho de ordenar el remate de uno de los bienes inmuebles aprisionado y gravado con hipoteca, dentro del proceso ejecutivo seguido en su contra, atendiendo a que el valor de su avalúo, era suficiente para cubrir la totalidad de la obligación ejecutado y, sin embargo, dispuso con posterioridad la venta en pública subasta de otro bien, de un mayúsculo avalúo en relación con lo debido. 
Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, y tal y como lo refieren los demandados que intervinieron, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se tiene aquí que el Juzgado Tercero Civil Municipal de Dosquebradas, inicialmente, con auto proferido dentro del proceso ejecutivo con título hipotecario que Guillermo Duque Toro y otros, promovieron contra el aquí accionante, Diego Santacoloma Villegas, el 3 de marzo del año que corre, dispuso que la almoneda ordenada en ese asunto, se daría respecto del bien inmueble con matrícula inmobiliaria número 294-19908, no obstante que también se hallaban aprisionados otros bienes gravados con la respectiva garantía real, habida cuenta de que dados su avalúo y el valor de la obligación, con él sería suficiente para cubrirla; ello dejó inconforme a la parte ejecutante que presentó recurso de reposición, a la postre desistido, pero con la solicitud de que se rematara el bien identificado con la matrícula inmobiliaria 294-8895 y se levantarán las medidas cautelares que pesaban sobre otros dos bienes. Se aceptó el desistimiento con proveído del 5 de abril de 2016 y  se negó la cancelación de las referidas medidas; luego, con el del día 19 siguiente, se fijó como fecha y hora para llevar a cabo la diligencia de remate sobre este predio, la del 28 de junio a las 9:00 a.m.
. El término de ejecutoria de esta decisión transcurrió en silencio y adquirió firmeza, pues, pese a presentarse recurso contra la misma, se hizo extemporáneamente (f. 38, c. 1), como lo dejó ver el mismo demandante (f. 3, c. 1). 


 

En tal estado de cosas, se tiene que contaba el accionante con otro mecanismo de defensa judicial dentro de la actuación. En efecto, una vez el Juzgado tomó partido por definir y programar diligencia de remate sobre un bien inmueble diverso del que inicialmente estimó prudente, y de lo que ahora se duele el accionante directamente por esta vía, nada refutó de manera oportuna, como ya se ha indicado. Como mínimo, entonces, cabía el recurso de reposición, con el cual  pudo haber destacado a la funcionaria de segundo grado, lo que considera una vulneración de su derecho al debido proceso para que en ese escenario natural, se debatiera lo pertinente, en lugar de dejar un asunto de esta naturaleza al juez constitucional, sin provocar un pronunciamiento previo de la accionada acerca de ese discurrir procesal, pues a partir de allí, se superarían las exigencias generales de procedibilidad y se abriría la puerta de análisis hacia los requisitos específicos. Pero, se repite, como no se hizo así, se trunca de entrada el estudio constitucional.
  



No puede olvidarse que como la acción de tutela es, por su naturaleza misma, subsidiaria o residual, y solo cabe cuando se ha echado mano de todas las herramientas con que las partes cuentan en el proceso y ellas han sido infructuosas, en este evento no se acudió en forma adecuada a ellas. Es decir, se rompió la regla de la subsidiariedad, señalada en el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, si se tiene en cuenta, además, que la acción de tutela no ha sido diseñada para revivir términos que han precluido sin un ejercicio adecuado de los mismos por el interesado en la protección, como tampoco se erige en una instancia adicional, que pueda remediar el silencio del afectado frente a los recursos y solicitudes que en su momento pudo interponer.

 



Lo dicho, traerá como consecuencia la confirmación del fallo. 
  



DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 24 de junio de 2016 por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas, en la acción de tutela promovida por Diego Santacoloma Villegas contra el Tercero Civil Municipal de esa misma localidad, a la que fueron vinculados Guillermo, María Janeth, Magnolia y Esther Sofía Duque Toro, María Elena Mejía Jaramillo y Juan Pablo Cardona López.

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
             DUBERNEY GRISALES HERRERA

  







-En uso de permiso-

� Sentencia C-543-92


� La misma no se materializó, como quiera que la parte interesada no allegó la publicación del aviso, según lo deja ver la constancia de folio 3 vuelto, cuaderno 2.
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